Guayaquil, 9 de enero del 2014

Señor 

Abogado Enrique Maridueña  Garaicoa,

DELEGADO PROVINCIAL DEL GUAYAS DE LA CONTRALORIA 

GENERAL DEL ESTADO,

Ciudad.

Referencia: Orden de reintegro constante en oficio No. …………… DR1-DPGY- PRES, de fecha 11 de octubre del 2013, dirigido a “ (apellidos y nombres de cada suscriptor de la petición de reconsideración), entregada el           de octubre (o el mes que sea, porque en algunos casos la notificación fue en noviembre) del 2013.  

De mis consideraciones:

Igual a lo que posiblemente haga la mayoría de los ochocientos sesenta y un servidores administrativos de la Universidad de Guayaquil, a quienes usted dispuso notificar con órdenes de reintegro de valores que fueron pagados en las remuneraciones en meses o en fechas no puntualizados en las órdenes por usted emitidas, argumentándose, para el efecto, incrementos de remuneraciones no procedentes, entre enero del 2006 y diciembre 2009, respetuosamente solicito la reconsideración de la orden  precisada en la referencia de esta petición, a efecto de lo cual esta solicitud usted la elevará a la autoridad competente para resolver la reconsideración que pido..
Los fundamentos para esta solicitud de reconsideración, en extenso, están en la comunicación de fecha 8 de enero del 2014, que ha dirigido a usted la Asociación de Empleados Administrativos de la Universidad de Guayaquil que en ejemplar al que he agregado mi firma, adjunto. Sin embargo de lo indicado pongo énfasis en los siguientes fundamentos:

1) Existe, en la orden de reintegro en referencia, Incumplimiento del ordenamiento constitucional y legal, por falta de la debida motivación, porque   debieron considerarse y desecharse motivadamente, de ser el caso,  los fundamentos que en su oportunidad fueron expresadas en forma colectiva e individualmente por muchos servidores, ante el equipo de auditoría, responsable del informe presentado,  y ante la Dirección Regional de la Contraloría en Guayaquil.

Los fundamentos en referencia se los rechaza, en la página 78 del informe, con la sola expresión  de que no se comparten.

La falta de la debida motivación ocasiona la nulidad de los actos administrativos, resoluciones o fallos, lo que la Autoridad competente para resolver la petición de reconsideración deberá considerarlo para resolver.

Revisemos las normas constitucionales, legales y reglamentarias que obligan a la debida motivación y que toda discrepancia no solucionada en el curso del examen sea incorporada al informe, a fin de que sea razonablemente desechada, de ser el caso. Sólo expresar que no se comparte una fundamentación, no es motivar el por qué no se la acepta.

1.a  La Constitución del Ecuador establece en el Art. 76, numeral 7, literal l):

“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas:

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:

 l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados”

1.b   La Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado establece en su Art. 79:

“Art. 79.- Los servidores públicos que intervinieren en los procesos de auditoría gubernamental, predeterminación o glosa y de determinación de responsabilidades civiles culposas o de indicios de responsabilidad penal, tendrán los siguientes deberes y atribuciones:

………………………………………………………………………………………………………   2. Aplicar en la predeterminación y en la determinación de las responsabilidades administrativas y civiles culposas y en la de los indicios de responsabilidad penal, las garantías constitucionales”

…………………………………………………………………………………………………

1.c    El Art. 91, primer inciso, de la misma Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, señala:

“Art. 91.- Discrepancias.- Las opiniones divergentes entre los auditores gubernamentales y los servidores o ex servidores de la institución del Estado auditada, o de terceros relacionados, serán resueltas, en lo posible, dentro del curso del examen y de subsistir, constarán en el informe”.
1.d     El Reglamento Sustitutivo de Responsabilidades de la Contraloría General del Estado, en su Art.40 establece:
Art. 40.- Orden de reintegro.- (Reformado por el Art. 6 del Acdo. 016-CG-2011, R.O. 475-S, 22-VI-2011).- Cuando como resultado de las labores de control se comprobare la existencia de pagos indebidos, se dejará constancia de estos hechos en el correspondiente informe de auditoría o examen especial, y en el oficio resumen de responsabilidades.
La unidad administrativa de control que realizó la auditoría o examen especial o la Dirección de Coordinación de Auditorías Internas, expedirá la correspondiente orden de reintegro debidamente motivada, mediante oficio, estableciendo la responsabilidad principal a la persona natural o jurídica beneficiaria del pago indebido, y la responsabilidad subsidiaria a los servidores cuya acción u omisión culposa hubiere dado lugar el pago indebido.

Los responsables subsidiarios gozarán de los beneficios de orden y excusión de conformidad con lo previsto en el Art. 43 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado.

Dicho oficio se notificará a los sujetos de responsabilidad en una de las formas señaladas en el Art. 55 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, concediéndoles el plazo improrrogable de 90 días para que efectúen el reintegro”.

2) Como consecuencia de la falta de la debida motivación, no hay precisión de los períodos a que se refieren las órdenes de reintegro, lo que impugno.

¿Por qué la  precisión de los períodos de esos pagos es esencial?. 

 Porque recién con la reforma  a la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado publicada en el R.O. 1-S, 11-VIII-2009, la caducidad  establecida en el Art.71 de la citada Ley se eleva a siete años, ya que antes de la reforma era de cinco años, lo que significa que si los valores que se ordenan reintegrar en octubre del 2013 corresponden a más de cinco años atrás, septiembre del 2008  o antes, no procedería orden alguna de reintegro.
Por otro lado, en el informe enviado al Rector y a los miembros del Consejo Universitario, el 27 de diciembre del 2012, en la página 5, según se nos ha hecho saber, se expresa: “El análisis de los roles de pago de los empleados administrativos de la Universidad de Guayaquil, año 2009, no se realizó por cuanto la entidad no proporcionó de manera clara y cuantificable el proceso de unificación salarial que se dio en ese año imposibilitando que el equipo de auditoría pueda hacer los cálculos reales”.

Como está redactado el oficio en que aparece la orden de reintegro, no hay forma de saber a qué meses o a qué pagos se refiere dicha orden. ¿Corresponderá a tiempos anteriores a octubre del 2008 o no?, ¿Sólo corresponderá a los meses desde octubre del 2008 a diciembre del 2008?. ¿Incluirá a los meses del año 2009?, 

3) Impugno que se haya desechado, en el informe de auditoría, en que se origina la orden de reintegro, la resolución ejecutoriada dictada por la señora Juez trigésima primera de lo Civil de Guayaquil, de 12 de febrero del 2004 en la acción de amparo seguida por representantes gremiales de la Universidad de Guayaquil para que se sigan pagando los componentes remunerativos de la Universidad, sin dar paso a la unificación salarial, de la que se entregó copia a la Contraloría por parte de la Asociación de Empleados Administrativos, mediante oficio No. 109.AEAUG.11, dirigido al abogado Tyrone Campoverde Aráuz, suscrito y entregado el 30 de septiembre del 2011, recibido en la Contraloría el 29 de septiembre del 2011. Respetuosamente, solicito se respete la citada resolución ejecutoriada. Se agrega copia.
4) Impugno que se haya desechado el pronunciamiento vinculante de la Procuraduría General del Estado, constante en el oficio No.001584 de 15 de mayo del 2007, suscrito por el Procurador Subrogante, doctor Humberto Aguilar Burneo, solicitando respetuosamente su acatamiento, pronunciamiento en que se expresa:

“La autonomía es la medida dentro de la cual el gobierno universitario debe ejercer su capacidad de autodeterminación; consecuentemente, la capacidad de dirimencia y autodeterminación de la cual gozan las universidades, debe entendérsela dentro de un contexto jurídico integral entre la Constitución y las demás normas legales, que debe enmarcarse en una política económica que guarde sindéresis con la realidad nacional”.

“En consecuencia de lo expuesto considero –expresa el doctor Humberto Aguilar-  que hasta que se dicten las políticas previstas en la disposición general décima del reglamento a la LOSCCA, las universidades, escuelas politécnicas públicas, el CONESUP y el CONEA, deben continuar aplicando la reglamentación interna aprobada por sus órganos colegiados superiores”.

En el Registro Oficial No. 147 del 14 de agosto del 2007,  aparece la relación de la consulta del CONESUP y la respuesta, por lo que no requiero adjuntar los respectivos textos. 

Debemos recordar el Art. 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, sobre absolución de consultas y su carácter vinculante que expresa:
“Art.13.- De la absolución de consultas.- Sin perjuicio de las facultades de la Función Legislativa, de la Corte Constitucional y de la Función Judicial, determinadas en la Constitución Política de la República y en la ley, el Procurador General del Estado asesorará y absolverá las consultas jurídicas con carácter de vinculantes, sobre la inteligencia o aplicación de las normas constitucionales, legales o de otro orden jurídico, a pedido de las máximas autoridades de los organismos y entidades del sector público y de los representantes legales o convencionales de las personas jurídicas de derecho privado con finalidad social o pública, excepto cuando se trate de asuntos que hayan sido resueltos por jueces o tribunales de la República o que estén en conocimiento de los mismos, hallándose trabada la litis, incluyéndose acciones y recursos que se sustancien o deban sustanciarse en la Corte Constitucional”.

5) Invocamos el Art. 326, numeral 3, de la Constitución, que expresa:

Art. 326.- El derecho al trabajo se sustenta en los siguientes principios:

3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en materia laboral, éstas se aplicarán en el sentido más favorable a las personas trabajadoras”.

¿Todas las fundamentaciones expuestas no le generan duda alguna a la autoridad de la Contraloría General del Estado, que debe resolver la petición de reconsideración de la orden de reintegro, referida al inicio de esta comunicación?

Conclusión:
Ni Individual ni colectivamente soy responsable por acción ni por omisión de los roles de pago de las remuneraciones de los servidores administrativos, en base de los cuales recibí las respectivas remuneraciones, entre enero del 2006 y diciembre del 2009 –tampoco respecto de otros períodos-  ni de los cálculos que llevaron a su determinación. En su momento las establecieron las autoridades de la Universidades de Guayaquil y los presupuestos. Y su liquidación fueron autorizados por el Ministerio de Economía y Finanzas.
Estoy en riesgo de sufrir un castigo económico que no merezco, con la posibilidad de que se incremente el castigo porque los componentes considerados en la remuneración unificada a enero del 2009 no se han modificado hasta enero del 2014 y no se sabe cuando se establecerán las nuevas escalas de remuneraciones en la Universidad de Guayaquil, riesgo que pasaría a quienes sean mis sucesores por causa de muerte, de yo fallecer antes de que haya una decisión final.

Por eso y por las fundamentaciones expuestas líneas atrás y en la comunicación de 8 de enero del 2014 de la Asociación de Empleados Administrativos de la Universidad de Guayaquil, solicito la reconsideración de la orden de reintegro identificada al inicio de este escrito. 
Recibiré notificaciones en  ( dirección que se determine, también puede ser la de correo electrónico).
Atentamente, 
